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DECLARACIÓN EXISTENCIA SOC. COMERCIAL DE HECHO / DECLARA SU EXISTENCIA / UNIÓN MARITAL DE HECHO - UMH / SOCIEDAD CONYUGAL VIGENTE / TRABAJO DOMÉSTICO / GÉNERO / CONFIRMA -  Delanteramente, reitera la Sala que el único reparo del recurrente consiste en que en el proceso se anduvo por una senda sustancial equivocada y el diferendo se conjuró conforme a las reglas de una sociedad comercial de hecho, cuando ha debido serlo por las de la unión marital de hecho.

Para absolver el reproche del recurrente, recuérdese brevemente que el artículo 498 del C. de Comercio, establece que una sociedad comercial será de hecho cuando no se constituya por escritura pública y su existencia podrá demostrarse por cualquiera de los medios probatorios reconocidos en la ley. Esto, sin desconocer la excepción que sobre esa formalidad trae el artículo 5° de la Ley 1258 de 2008, sobre la conformación de la sociedad por acciones simplificada. 

(…)

Esa familia sui géneris, per sé, no engendra sociedad patrimonial ni de gananciales, tampoco sociedad universal; pero paralelamente o sobre sus hombros, germina una auténtica sociedad de hecho, cuando en la vida de la pareja hay: 1. Aportes recíprocos de cada integrante, 2. Ánimus lucrandi o participación en las utilidades o beneficios  y pérdidas, y 3. Ánimus o affectio societatis, esto es, intención de colaborar en un proyecto o empresa común; al margen de aquélla vivencia permanente con carácter afectivo . En consecuencia, puede existir una relación concubinaria con o sin sociedad de hecho (artículo 98 Código de Comercio).

Así que, más allá del carácter sentimental o de la simple comunidad marital en la relación de pareja, cuando sus componentes exponen su consentimiento expreso o, ya tácito o “implícito”, derivado de hechos o actos inequívocos, con el propósito de obtener utilidades y enjugar las pérdidas que llegaren a sufrir y, además, hacen aportes, hay una indiscutible sociedad de hecho. 

De consiguiente, en muchas hipótesis, puede existir al margen del matrimonio o de la vigente unión marital de hecho prevista en la Ley 54 de 1990, y de las correspondientes sociedad conyugal o patrimonial, una sociedad de hecho comercial o civil, pudiendo coexistir ésta última con la sociedad conyugal, o con la sociedad patrimonial, pero cada cual con su propia naturaleza, identidad y autonomía jurídica. Todo ello, de la misma manera cómo puede existir la sociedad conyugal, y adlátere, en forma simultánea, una sociedad mercantil regular integrada por los cónyuges o por uno de estos con terceros. En este punto, se dejó un pie de página en la providencia que se analiza, según el cual “La naturaleza civil o comercial de la sociedad de hecho concubinaria es intrascendente a la hora de decidir un litigio, como el ahora planteado, por tratarse de una sociedad de hecho donde no importa el carácter de las actividades que originan el aporte, ni la determinación de la etiología de los actos que generan el provecho económico para establecer si son de índole comercial o civil por la identidad de los elementos axiológicos que integran una y otra, tal como paladinamente lo explican las sentencias de casación de esta Sala del 14 de mayo de 1992 y, del 22 de mayo del 2003 en el expediente 7826 “.  

La convivencia o la vida común de una pareja no puede permitir edificar fatalmente una sociedad de hecho, pero si está debidamente demostrada, será indicio del affectio societatis o del animus contrahendi societatis, puntal constitutivo de uno de sus elementos axiológicos. Sin embargo, ese comportamiento no puede aparecer como relación jurídica de dependencia civil o laboral ni como simple indivisión, de tenencia, de guarda, de vigilancia, sino como un trato que ubique a los convivientes en un plano de igualdad o de simetría. 

De modo que si a esa relación, se suman la participación en las pérdidas y utilidades y la realización de aportes conjuntos de industria o capital, junto con la affectio societatis, refulge una auténtica sociedad de hecho; y como consecuencia, la legitimación vendrá edificada no propiamente como una acción in rem verso, sino como una actio pro socio con linaje eminentemente patrimonial, más allá de la simple relación personal concubinaria. 

Tocante con los aportes que realizan los consocios, los cuales pueden ser en “(…) dinero, trabajo o en otros bienes apreciables en dinero (…)” , analizó si el trabajo doméstico no remunerado constituye un auténtico aporte que contribuya a dar pábulo a la sociedad de hecho demandada. 

Y concluyó que el trabajo doméstico, está revestido un particular interés para la jurisprudencia de esa Corte, a la hora de demostrar la existencia de una sociedad de hecho cuando se ejecuta en el ámbito de la familia natural, a tal punto que su doméstico como aporte de la mujer o de cualquiera de los integrantes de la pareja, halla asiento en el artículo 43 de la Carta que enseña que “La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación (…)”. 

Por ello, dice la providencia, el trabajo no remunerado de la mujer o del compañero o compañera en el hogar es actividad económica que contribuye al ingreso familiar, pero también al nacional y su desconocimiento vulnera el principio de igualdad previsto en la regla 13 de la Carta, y de ninguna manera puede calificarse como trabajo improductivo e ineficaz porque según se viene demostrando constituye un auténtico aporte societario. Así sea invisible, silencioso, sin contraprestación económica directa, contribuye al desarrollo de la economía de la pareja o de la familia en forma activa, y por contera a la economía nacional, pues permite acumular riqueza y dentro de la estructura de la división del trabajo, facilita optimizar recursos y al otro integrante desarrollar otras actividades productivas dirigidas a la obtención de recursos para la satisfacción de las necesidades de los convivientes, de los hijos y de la propia sociedad.

Por consiguiente, es equivocado creer que el trabajo remunerado es únicamente el productivo, calificando de improductivo el doméstico del compañero  o compañera por carecer de retribución en el estadio actual de la cultura. En esta perspectiva, cuando una familia o una persona contrata a una empleada del servicio doméstico también desarrollaría un trabajo improductivo quien ejecute esta labor, y por consiguiente, tampoco debería remunerarse, todo lo cual significaría la estandarización del esclavismo y de la segregación para quienes tal labor desempeñan. Una concepción de este talante repugna del todo a los principios, valores y derechos del Estado Constitucional.
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CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se advierte causal de nulidad que afecte lo actuado. 
2.
El problema jurídico consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que declaró la existencia de la sociedad comercial de hecho entre el señor Nacianceno Mejía Pizarro y la señora María Yolanda González de Henao o si, por el contrario, como afirma el apelante, lo que existió entre los citados fue una unión marital de hecho, égida bajo la cual, las pretensiones del demandante deben fracasar por cuanto la acción incoada está prescrita.  
3. Como se trata de establecer la existencia de una sociedad de hecho, Nacianceno Mejía Pizarro, quien afirma haber conservado relaciones comerciales y sentimentales con María Yolanda González por espacio de 23 años, está legitimado por activa, a la vez que los herederos de ella, quien falleció el 29 de diciembre de 2009 (f. 14, c. 1), lo están por pasiva.

4. Delanteramente, reitera la Sala que el único reparo del recurrente consiste en que en el proceso se anduvo por una senda sustancial equivocada y el diferendo se conjuró conforme a las reglas de una sociedad comercial de hecho, cuando ha debido serlo por las de la unión marital de hecho.
Para absolver el reproche del recurrente, recuérdese brevemente que el artículo 498 del C. de Comercio, establece que una sociedad comercial será de hecho cuando no se constituya por escritura pública y su existencia podrá demostrarse por cualquiera de los medios probatorios reconocidos en la ley. Esto, sin desconocer la excepción que sobre esa formalidad trae el artículo 5° de la Ley 1258 de 2008, sobre la conformación de la sociedad por acciones simplificada. 
A tono con la norma transcrita, la Jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, ha establecido que para que sea posible la declaratoria de una sociedad de hecho entre concubinos es necesario que concurran los siguientes presupuestos: (i) Que se trate de una serie coordinada de hechos de explotación común; (ii) Que se ejerza una acción paralela y simultánea entre los presuntos asociados, tendiente a la consecución de beneficios; (iii) Que la colaboración entre ellos se desarrolle en un pie de igualdad; y (iv) Que no se trate de un estado de simple indivisión, de tenencia, guarda, conservación o vigilancia de bienes comunes, sino de verdaderas actividades encaminadas a obtener beneficios

Presupuestos que, con la probanza recaudada en primera instancia, halló acreditados la funcionaria de primer grado que afirmó:

“Surge de la prueba arrimada a la actuación, que existió, entre Nacianceno y María Yolanda, el ánimo de constituir una sociedad mercantil, razón por la cual celebraron negocios con el propósito de obtener beneficios recíprocos, toda vez que cada vez que adquirían un bien de mejor calidad y ubicación, para de esta manera obtener un mejoramiento en su calidad de vida”-f. 161vto, c.1-
Lo que contraría al curador recurrente, es la calificación que se le dispensó a la sociedad entre Mejía Pizarro y González de Henao, que, en su sentir, ha debido ser la denominada patrimonial de hecho, producto de la unión marital habida entre ellos, pero nunca de tinte comercial. Y eso, dice, tiene una repercusión importante en el resultado, en atención a los efectos de la prescripción que propuso como excepción. 
Pues bien, ese reproche, reafirmado en la audiencia de sustentación ante esta colegiatura –min. 2.50 a 7.40, cd. f. 12.-, a juicio de la Sala, carece de vocación suficiente para derribar la sentencia apelada que declaró la existencia de la sociedad comercial, porque, al margen de la relación afectiva que existió entre Mejía Pizarro y González de Henao, se forjó otra eminentemente comercial, que no se repelen, en la medida en que lo que ha querido evitar el legislador es que coexistan dos sociedades universales, característica que no acompaña a las de hecho, si bien son, por su naturaleza, singulares. Por lo demás, ha sido pacífico, también, que para establecer la intención de asociarse, debe tomarse en cuenta la contribución de los concubinos, incluso si ella está reflejada en aportes derivados de oficios meramente domésticos, pues con ellos también se contribuye a edificar un patrimonio en interés de quienes conforman la sociedad. 
Nada de novedoso tiene esta afirmación; de antaño lo ha decantado la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia y lo ha reiterado; así podría leerse, por vía de ejemplo, en sentencias como la del 29 de septiembre de 2006, expediente 1999-01683-01, M.P. Pedro Octavio Munar Cadena; o la del 10 de octubre de 2016, SC14428-2016, M.P. Ariel Salazar Ramírez.  Concretamente, para lo que atañe a este caso, en uno de contornos similares, esto es, en la sentencia SC8225-2016, del 22 de junio de ese año, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, después de que los jueces de instancia negaran la pretensión de declaración de una sociedad de hecho entre concubinos, y muy a propósito de la intención de asociarse, en una apretada síntesis, recordó la alta Corporación varias cosas que vienen al caso. Entre ellas, para sintetizarlas, que: 

1) Frente a una demostrada relación concubinaria, los elementos de la sociedad de hecho no pueden ser apreciados al margen de esa convivencia, sino con vista en ella, pues fuera de no obstaculizarla ni desnaturalizarla, las labores del hogar, domésticas y afectivas, usualmente conllevan actividades de colaboración y cooperación de los socios o concubinos, tendientes a forjar un patrimonio común, precisamente soporte para el desenvolvimiento en otros campos, como el personal y el social.”
2) El concubinato, es una realidad social, histórica y jurídica que ha acompañado la evolución de la familia, y aún subsiste y se erige en la convivencia, al modo de un matrimonio, por el propósito de formar una familia, cohabitar e integrar un hogar. 

3) Esa patente realidad halla asiento en la regla 42 de la Constitución Política, cuando señala que “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla”, lo que está a tono con el numeral tercero del artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, según el cual: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado”.

4) Esa familia sui géneris, per sé, no engendra sociedad patrimonial ni de gananciales, tampoco sociedad universal; pero paralelamente o sobre sus hombros, germina una auténtica sociedad de hecho, cuando en la vida de la pareja hay: 1. Aportes recíprocos de cada integrante, 2. Ánimus lucrandi o participación en las utilidades o beneficios  y pérdidas, y 3. Ánimus o affectio societatis, esto es, intención de colaborar en un proyecto o empresa común; al margen de aquélla vivencia permanente con carácter afectivo
. En consecuencia, puede existir una relación concubinaria con o sin sociedad de hecho (artículo 98 Código de Comercio).

Así que, más allá del carácter sentimental o de la simple comunidad marital en la relación de pareja, cuando sus componentes exponen su consentimiento expreso o, ya tácito o “implícito”, derivado de hechos o actos inequívocos, con el propósito de obtener utilidades y enjugar las pérdidas que llegaren a sufrir y, además, hacen aportes, hay una indiscutible sociedad de hecho. 

De consiguiente, en muchas hipótesis, puede existir al margen del matrimonio o de la vigente unión marital de hecho prevista en la Ley 54 de 1990, y de las correspondientes sociedad conyugal o patrimonial, una sociedad de hecho comercial o civil, pudiendo coexistir ésta última con la sociedad conyugal, o con la sociedad patrimonial, pero cada cual con su propia naturaleza, identidad y autonomía jurídica. Todo ello, de la misma manera cómo puede existir la sociedad conyugal, y adlátere, en forma simultánea, una sociedad mercantil regular integrada por los cónyuges o por uno de estos con terceros. En este punto, se dejó un pie de página en la providencia que se analiza, según el cual “La naturaleza civil o comercial de la sociedad de hecho concubinaria es intrascendente a la hora de decidir un litigio, como el ahora planteado, por tratarse de una sociedad de hecho donde no importa el carácter de las actividades que originan el aporte, ni la determinación de la etiología de los actos que generan el provecho económico para establecer si son de índole comercial o civil por la identidad de los elementos axiológicos que integran una y otra, tal como paladinamente lo explican las sentencias de casación de esta Sala del 14 de mayo de 1992 y, del 22 de mayo del 2003 en el expediente 7826 “.  
5) La convivencia o la vida común de una pareja no puede permitir edificar fatalmente una sociedad de hecho, pero si está debidamente demostrada, será indicio del affectio societatis o del animus contrahendi societatis, puntal constitutivo de uno de sus elementos axiológicos. Sin embargo, ese comportamiento no puede aparecer como relación jurídica de dependencia civil o laboral ni como simple indivisión, de tenencia, de guarda, de vigilancia, sino como un trato que ubique a los convivientes en un plano de igualdad o de simetría. 

De modo que si a esa relación, se suman la participación en las pérdidas y utilidades y la realización de aportes conjuntos de industria o capital, junto con la affectio societatis, refulge una auténtica sociedad de hecho; y como consecuencia, la legitimación vendrá edificada no propiamente como una acción in rem verso, sino como una actio pro socio con linaje eminentemente patrimonial, más allá de la simple relación personal concubinaria. 

6) Tocante con los aportes que realizan los consocios, los cuales pueden ser en “(…) dinero, trabajo o en otros bienes apreciables en dinero (…)”
, analizó si el trabajo doméstico no remunerado constituye un auténtico aporte que contribuya a dar pábulo a la sociedad de hecho demandada. 

Y concluyó que el trabajo doméstico, está revestido un particular interés para la jurisprudencia de esa Corte, a la hora de demostrar la existencia de una sociedad de hecho cuando se ejecuta en el ámbito de la familia natural, a tal punto que su doméstico como aporte de la mujer o de cualquiera de los integrantes de la pareja, halla asiento en el artículo 43 de la Carta que enseña que “La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación (…)”. 

Por ello, dice la providencia, el trabajo no remunerado de la mujer o del compañero o compañera en el hogar es actividad económica que contribuye al ingreso familiar, pero también al nacional y su desconocimiento vulnera el principio de igualdad previsto en la regla 13 de la Carta, y de ninguna manera puede calificarse como trabajo improductivo e ineficaz porque según se viene demostrando constituye un auténtico aporte societario. Así sea invisible, silencioso, sin contraprestación económica directa, contribuye al desarrollo de la economía de la pareja o de la familia en forma activa, y por contera a la economía nacional, pues permite acumular riqueza y dentro de la estructura de la división del trabajo, facilita optimizar recursos y al otro integrante desarrollar otras actividades productivas dirigidas a la obtención de recursos para la satisfacción de las necesidades de los convivientes, de los hijos y de la propia sociedad.

Por consiguiente, es equivocado creer que el trabajo remunerado es únicamente el productivo, calificando de improductivo el doméstico del compañero  o compañera por carecer de retribución en el estadio actual de la cultura. En esta perspectiva, cuando una familia o una persona contrata a una empleada del servicio doméstico también desarrollaría un trabajo improductivo quien ejecute esta labor, y por consiguiente, tampoco debería remunerarse, todo lo cual significaría la estandarización del esclavismo y de la segregación para quienes tal labor desempeñan. Una concepción de este talante repugna del todo a los principios, valores y derechos del Estado Constitucional. 

 

1. Todo cuanto acaba de recapitularse, es lo que, a la postre, dedujo el Juzgado de primera instancia, que no vio obstáculo en la existencia de una sociedad conyugal vigente en cabeza del demandante, para que entre él y la señora María Yolanda González de Henao, se forjara otra de tinte singular, de hecho, también al margen de la relación afectiva que hubo entre ellos, que ni siquiera ha sido discutida en el plenario, como tampoco, a decir verdad, que ellos contribuyeran, expresa o tácitamente, con su esfuerzo común, a la conformación de un capital que les permitiera ir adquiriendo bienes, que iban negociando hasta quedar al final con el inmueble urbano que se refiere en la demanda. 
Si el problema es la valoración de la prueba testimonial, como lo aduce el recurrente, bastaría ver que Luis Alonso González Herrera (f. 1, c. 2), sobrino de María Yolanda González, dijo que conoció a Nacianceno desde que tenía cinco años, en una finca que tenía la pareja, la que vendieron para comprar una casa en el barrio Galán, a nombre de ella, y lo que conseguían se lo “metían a la casa”, a la que le hicieron arreglos, lo cual sabe, porque veía a los oficiales trabajando cuando iba en vacaciones, cada año. Supo, además, que su tía, fuera de las labores domésticas, vendía productos por catálogo, en tanto que el demandante trabajaba vendiendo plátano o chatarra; aunque desconoce cómo fueron los negocios sobre las propiedades, observó que lo que Nacianceno conseguía lo ponía a nombre de ella, y le decía que trabajaba para ella. 
José Albeiro Castillo Quintero (f. 6, c. 2), mencionó que conoció a Nacianceno hace unos veinticinco años; él lo llevó a que le hiciera unos trabajos en una casa de la 36 con segunda; y desde entonces le ha prestado varias veces servicios, la última vez, fue hace unos cinco o seis años. En esa casa, vivía también Yolanda; las tres o cuatro veces que fue a trabajar allí, lo vio en compañía de ella. Le arregló un patio, le hizo unos revoques y algo en las tuberías. Percibió que ella iba a llevarle el almuerzo al sitio de trabajo en la plaza de mercado. Manifestó que el demandante se dedicaba a la venta de plátano y ahora tiene una carreta para vender fruta; que era él quien le pagaba cuando realizaba los trabajos. 
Y Alonso González Gañán (F. 9. c. 2), conoció al actor hace más de treinta años, como administrador de una finca y como compañero de su hermana María Yolanda, convivencia que empezó en la casa de su familia; ellos se fueron primero a administrar una finca en Belalcázar, en la que María Yolanda era “echada para adelante, entre los dos empezaron a conseguir fondos, entonces consiguieron una finca pequeña, de tres cuadras llamada Playa Rica, esa finca me tocó administrársela a mí, bueno y él en la comprada de esa finca, le escrituraba todo a mi hermana; él lo único que decía es que como mi hermana era tan trabajadora, ella tenía derecho a tener lo que él tenía… Luego la finquita la mejoraron y la vendieron… compraron luego otra finca que llamaba El Pinto, esa finca también se la escrituró él a mi hermana… Esa la tuvieron un tiempo y… la vendieron y compraron una que se llamaba La Esperanza. Ya esa fue la que cambiaron a la casa aquí en Pereira, y luego de eso, él le escrituró la casa a mi hermana, es aqueda en el Barrio Galán… eso fue lo último que ellos tuvieron de propiedad, ya mejoraron la casa…”. Agregó que visitaba a la pareja, porque la iba muy bien con ellos, que María Yolanda, para conseguir plata, negociaba o vendía cosas de revistas, y Nacianceno vendía plátanos y ahora trabaja una carreta. Dijo que los bienes fueron adquiridos con esfuerzo de los dos, que la última casa la cambiaron por la finca y les tocó encimar un dinero. Señaló que el negocio de la finca lo hizo Nacianceno, quien dio el dinero de más, y la escritura quedó a nombre de María Yolanda, porque ella fue muy buena persona con él y muy trabajadora “entonces él decía que ella tenía el derecho”. Los arreglos que se le hacían a la casa los pagaba él y le decía que dejara el producto de sus ventas para ella. 
Como se observa, de estos deponentes, dos de ellos tenían un directo parentesco con María Yolanda: sobrino el primero, y hermano el último, y conocieron de primera mano, tanto la relación amorosa, como el esfuerzo económico para la construcción del patrimonio con el que quedaron al final de los días de la compañera, no solo porque él aportaba su capital y su trabajo, sino porque ella, además de atender las cuestiones domésticas, muestra de lo cual es que el segundo testigo señalara que le llevaba su alimentación al sitio de trabajo, vendía por catálogo, y eso, al decir de Alonso González, le quedaba por disposición de su compañero, para que atendiera sus cosas, lo cual ya se erigía en una ayuda de orden económico para él. 

Estos testigos, para la Sala, son dignos de crédito, porque, en lo esencial para este asunto, conocieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dieron los hechos atinentes a la común idea de obtener bienes, permutarlos o venderlos y adquirir unos nuevos y los narraron sin asomo de parcialidad, que la hubieran podido tener algunos de ellos por su vínculo parental con la finada María Yolanda.  
Ese esfuerzo común es, precisamente, al que se refiere la jurisprudencia, que pone en evidencia la intención de forjar un patrimonio que, a la hora de ahora, sería imposible desconocer por el prurito de señalar que entre ellos lo que hubo fue una sociedad patrimonial de hecho que, bien sabido se tiene, era inviable en el caso de esta pareja, por la subsistencia de una sociedad universal no disuelta por parte del demandante. 
Tan claro estaba todo esto para los herederos determinados, que quedaron conformes con la decisión adoptada por el Juzgado, lo que se erige en una muestra adicional de que sí hubo entre la pareja una intención de asociarse con fines eminente patrimoniales, además de los derivados de su relación amorosa. A ello se aúna, como se observa a folio 1 del cuaderno 3, que inasistieron a la audiencia en la que debían absolver interrogatorio de parte, y aunque de allí no se pueda deducir una confesión, en vista de que existe para el caso un litisconsorcio necesario (art. 196 C.P.C., vigente para la fecha de la práctica de la prueba), sí se puede construir un indicio más, con fundamento en lo reglado por el artículo 249 de ese estatuto. Más todavía, al contestar la demanda, su apoderado judicial admitió los hechos tercero, cuarto, quinto y sexto (f. 104, c. 1), que aludían a la relación comercial, se resalta, y sentimental de la pareja, solo que quisieron justificar que los bienes adquiridos se negociaron en vida de María Yolanda y el aspecto “comercial”, reiteran, quedó totalmente finiquitado. 

Este conjunto de cosas, unido a las declaraciones vertidas en el expediente, le permite a la Sala coincidir con la argumentación de la funcionaria de primer grado que, con base en el acervo, encontró probada la existencia de una sociedad comercial entre Nacianceno Mejía Pizarro y María Yolanda González de Henao, la que, como quedó evidenciado en esta sede, no se repele con la sociedad conyugal denunciada por el apelante, ni con la unión marital de hecho habida entre ellos. En consonancia con ello, se confirmará la sentencia impugnada. 
Como quiera que los recurrentes en este caso son personas indeterminadas, representadas por su curador, se abstendrá la Sala de imponer condena en costas. 
DECISIÓN

En mérito de lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira 19 de abril de 2017, en este trámite de declaración de existencia de sociedad comercial de hecho iniciado por Nacianceno Mejía Pizarro contra Juan Carlos Henao González y otros.

Sin costas.  
Notificación surtida en estrados

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

� En éste punto coincide la doctrina planteada por MAZEAU, Henri, León y Jean. Lecciones de Derecho Civil. La organización del patrimonio familiar. Parte cuarta, Vol. I, Traduc. de Luis Alcalá-Zamora y Castillo, Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa-América, 2009, P. 19-20-21; también con la sentencia hito de esta Corte del 30 de noviembre de 1935, M. P. Eduardo Zuleta Ángel, G.J. Tomo XLII, pág. 483. 


� Código de Comercio, artículos 98, 110 numeral 5, 112 y 137.
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